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DECLARACIÓN PÚBLICA

SANTIAGO, 29 DE JULIO DE 2026


ACERCA DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LA EXIGENCIA DE “BUENA CONDUCTA” PARA OBTENER EL TÍTULO DE ABOGADO

Observamos con preocupación las objeciones de inconstitucionalidad formuladas respecto del artículo 523 N° 4 del Código Orgánico de Tribunales, en cuanto exige acreditar antecedentes de buena conducta para obtener el título de abogado y faculta a la Excma. Corte Suprema para realizar las averiguaciones que estime necesarias sobre los antecedentes personales del postulante antes de conferirlo. Es que conviene detenerse en una afirmación: es el único título profesional que no entregan las Universidades.

A nuestro juicio, las razones que se han dado para sostener tal inconstitucionalidad carecen de asidero jurídico y lógico. La investidura de abogado no constituye un acto automático ni un mero reconocimiento formal derivado de la obtención de un grado académico universitario. Por el contrario, se trata de una habilitación estatal que confiere facultades de especial relevancia para la administración de justicia que está hoy a cargo de la Corte Suprema de Justicia. Basta pensar que solo los abogados pueden ser designados jueces; y que solo los abogados pueden intervenir en juicio representando a terceros en una suerte de monopolio conferido por el Estado.

Si la Constitución y la ley encomiendan a la Corte Suprema la responsabilidad de otorgar esta investidura, resulta lógico y necesario que ella también pueda examinar los antecedentes del solicitante. Si quedare impedida de verificar la conducta previa del postulante, su intervención se ve reducida a un trámite puramente burocrático de registrar a quienes han cumplido ciertos requisitos formales, función que carece de justificación institucional. Más aún, la existencia de un registro público de abogados ya se encuentra asegurada por otros mecanismos estatales, de manera que la participación de la Corte Suprema se vería privada de todo fundamento sustancial.

Tampoco parece compatible con el interés público sostener la existencia de un derecho incondicionado a recibir la investidura de abogado, cualquiera sea la conducta anterior del postulante. Ya lo hemos visto: el ejercicio de la abogacía exige especiales estándares de probidad, honestidad y respeto por el orden jurídico. Precisamente en días de crisis sobre esta materia, se postula mediante la derogación del No. 4 del artículo 523 del Código Orgánico, que cualquiera pueda ser investido de abogado, sin importar la historia ética o delictual del postulante. La derogación propuesta es contradictoria con el restablecimiento de la confianza en quienes sólo existen para tutelar y defender derechos ajenos. Resulta difícil afirmar que el ordenamiento constitucional obligue al Estado a conferir el título profesional habilitante a quien registre antecedentes que razonablemente permitan cuestionar su idoneidad para desempeñar funciones directamente vinculadas con la administración de justicia.

Lo anterior no significa desconocer que toda potestad debe ejercerse de manera racional y proporcional. La Corte Suprema debe evitar interpretaciones excesivamente rígidas o formalistas que conduzcan a resultados injustos o absurdos. La evaluación de la conducta de los postulantes debe atender a la naturaleza de los hechos, a su gravedad, a la antigüedad de los antecedentes y a las circunstancias particulares de cada caso. Sin embargo, la necesidad de que una facultad sea ejercida prudentemente no convierte a esa facultad en inconstitucional. Confundir ambos planos supone sustituir el análisis de constitucionalidad de una norma por una discusión acerca de la forma en que ella debe ser aplicada. Y si de esto último se trata, entonces optar por la derogación de la norma es simplemente un sin sentido.  

El debate jurídico debe centrarse en los criterios que orientan el ejercicio de esa potestad y no en la eliminación de una atribución que resulta indispensable para preservar la confianza pública en una profesión llamada a colaborar directamente con la realización de la justicia. 
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